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ASUNTO
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por el accionante señor FELIPE JARAMILLO LONDOÑO, contra el fallo proferido el 23 de junio de 2016 por el Juzgado Sexto Penal del Circuito de Pereira, por medio del cual negó por improcedente la tutela de los derechos fundamentales reclamados por él en contra de la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales. 
ANTECEDENTES
Dice el libelista que el 27 de noviembre de 2015 fue notificado por la DIAN del requerimiento especial de renta para de personas naturales por medio de la cual se le hace saber que según revisión a la liquidación privada No. 91000194848143 del 29 de agosto de 2013, debe un valor adicional por pagar de $195.014.000; respecto de tal reliquidación presentó, dentro del tiempo legalmente estipulado para ello el 9 de diciembre de 2015, objeción en su contra, señalando que el mismo es extemporáneo puesto que ya se había vencido el término para que los acreedores, incluidos los especiales, se hicieran presentes dentro del proceso de liquidación patrimonial de persona natural en el que él se encuentra incurso; ello a pesar de que tal asunto judicial se le informó oportunamente a esa entidad solicitándosele hacerse parte del mismo. 
Por otra parte, refiere, que el 10 de diciembre de 2015 radicó un memorial ante el Juzgado Sexto Civil municipal de Pereira solicitándole al titular de ese Despacho, que es donde se está llevando su proceso liquidatario, pronunciarse y resolver respecto de ese cobro de la DIAN. 
Afirma el accionante que a la fecha, no ha recibido respuesta alguna a sus peticiones, a pesar de estar a poco tiempo de que se realice por parte del Juzgado Sexto Civil Municipal local la adjudicación de su patrimonio sin tener en cuenta el nuevo pasivo de casi 200 millones de pesos, equivalentes al 23.21% de sus pasivos.
De acuerdo a lo anterior, solicita que se tutelen sus derechos fundamentales de petición, debido proceso y defensa que le están siendo vulnerados, para que de esa manera se le ordene a la DIAN para que dé respuesta, antes de la audiencia de adjudicación de sus bienes,  a la objeción a la liquidación que presentara hace  6 meses. Aunado a ello, pidió que se le ordenara al Liquidador de su proceso liquidatorio, que de la DIAN no aceptar sus objeciones, incluir ese cobro dentro de los pasivos del proceso concursal, ya que es inconcebible que el Juez Sexto Civil Municipal de Pereira llevare a cabo la adjudicación dejando por fuera esa deuda, lo que implicaría que la dirección de impuestos lo seguiría persiguiendo a pesar de que él ya entregó todo.   
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA
El Juzgado Sexto Penal del Circuito de esta ciudad avocó el conocimiento de la actuación el 13 de junio de 2016, ordenando mediante auto la admisión de la demanda tutelar, ordenó la vinculación del Juzgado Sexto Civil Municipal de Pereira y corrió el traslado a las partes accionadas en la forma indicada en la ley; al efectuar el estudio de la situación fáctica planteada, mediante fallo 23 de junio de 2016, decidió negar la tutela de los derechos fundamentales invocados por el accionante por violación al principio de residualidad que rige esta acción constitucional, por cuanto de acuerdo  la respuesta dada por la DIAN y por lo visto en el expediente, el actor cuenta con otros medios de defensa judicial. 
FUNDAMENTO DE LA IMPUGNACIÓN
Enterado de la decisión de primera instancia, el señor Jaramillo Londoño procedió a presentar escrito de impugnación solicitando la nulidad de la actuación seguida por el Juez Sexto Penal del Circuito local, toda vez que omitió vincular al asunto a los terceros que se podían verse afectados con las decisiones constitucionales, como lo es por ejemplo el Dr. Alonso Acuña Arango quien funge como liquidador dentro del proceso de liquidación que se adelante ante el Juzgado Sexto Civil Municipal local. 
Por otra parte solicitó que el A-quem le concediera como medida cautelar la suspensión provisional de la audiencia de adjudicación dentro del proceso de liquidación patrimonial seguido en su contra y programada para el 15 de julio de 2016, ello hasta que la DIAN no resuelva las objeciones planteadas al requerimiento especial y con ello defina su situación tributaria. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA

Atendiendo lo solicitado por el señor Felipe en su impugnación, le corresponde a este Juez Colegiado determinar si en el presente asunto existe o no una nulidad por indebida conformación de la Litis de manera que deba ordenarse rehacer el proceso vinculando al presente asunto a los terceros con interes directo en este asunto o si por el contrario ello no es necesario y por ende lo procedente es analizar de fondo el fallo de primera instancia.  
De acuerdo a lo anterior, se procedió a hacer una revisión del presente asunto, encontrándose que le asiste razón al impugnante en cuanto a que dentro del presente asunto se evidencia una irregularidad que impide la realización de un estudio a fondo del problema planteado y que por tanto conlleva a una declaratoria de nulidad de lo actuado, toda vez que se advierte, que más allá de la omisión de vinculación de terceros con interés en este asunto, la existencia de falta de competencia tanto del Juzgado que decidió la primera instancia constitucional como de esta Corporación para conocer del caso en segunda instancia.
Visto lo obrante en el expediente se tiene que por todo lo narrado por el actor la presente acción de tutela también va en contra del Juzgado Sexto Civil Municipal local, situación, que como bien lo hizo el A-quo, hacía necesaria su vinculación, lo que inmediatamente implica que la competencia para conocer y decidir de fondo dentro de la presente tutela, deba ser asumida por un Despacho de la misma especialidad de ese juzgado, especialmente teniendo en cuenta que el señor Jaramillo en su libelo petitorio señala una violación de su derecho al debido proceso por la no inclusión oportuna de la DIAN dentro del proceso liquidatario que se surte en su contra en ese despacho; por tanto antes de abordar el tema de fondo, el fallador de primer nivel debió proceder a remitirla por competencia. 
La Corte Constitucional en el Auto 124 del 25 de marzo de 2009 estableció, entre otras precisiones, que el Decreto 1382 de 2000 no constituye una regla de competencia sino de reparto de los asuntos de tutela, de manera que el funcionario a quien se le distribuya un determinado asunto no puede abstenerse de asumir su conocimiento pretextando falta de competencia
. Este criterio sin embargo comenzó a ser morigerado, y a través de otro pronunciamiento plasmado en el Auto 198 del 28 mayo de 2009, se aclaró que en ciertos eventos es posible dirimir el supuesto conflicto de competencia aplicando las reglas del decreto 1382 de 2000, y para el efecto señaló la primera eventualidad, cuando el conocimiento de una demanda de tutela contra una alta Corte se le asigna a un funcionario judicial distinto de sus miembros. La segunda, cuando una tutela contra providencia judicial se reparte a un despacho diferente del superior funcional de quien la dictó.

En ese orden de ideas es necesario precisar que si bien el trámite del amparo se rige por los principios de informalidad y celeridad, la competencia del juez está  inescindiblemente referida al derecho fundamental del debido proceso, el acceso al juez natural y la administración de justicia, de donde, “según la jurisprudencia constitucional la falta de competencia del juez de tutela genera nulidad insaneable y la constatación de la misma no puede pasarse por alto, por más urgente que sea el pronunciamiento requerido, pues (…) la competencia del juez se relaciona estrechamente con el derecho constitucional fundamental al debido proceso…el cual establece que nadie puede ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de la  plenitud  de  las formas propias de cada juicio” (Autos 072A de 2006 y 304A  de 2007 de la Corte Constitucional).

Atendiendo lo dicho hasta aquí, ninguna duda emerge en cuanto a que, atendiendo lo previsto en el numeral 2º  del artículo 1º del Decreto 1382 de 2000 que  establece que “cuando la acción de tutela se promueva contra un funcionario o corporación judicial, le será repartida al respectivo superior del accionado…”, la competencia para conocer en primera instancia de esta acción constitucional le corresponde en primera instancia a alguno de los Jueces Civiles con categoría Circuito de Pereira y en segunda a la Sala Civil-Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, toda vez que la misma va dirigida, como ya se indicó, contra el Juzgado Sexto Civil del Municipal de esta ciudad y por lo tanto, el Juzgado Sexto Penal del Circuito local no podía conocer de esta, configurándose con ello la causal de nulidad prevista en el numeral 2º del artículo 140 del Código de Procedimiento Civil.
Lo señalado en precedencia le impide a esta Sala el estudio de la impugnación, debiéndose declarar la invalidez de lo actuado a partir del auto del 13 de junio de 2016 (fl. 66), por medio del cual el Juzgado Sexto Penal del Circuito local admitió el amparo, sin perjuicio de la validez de las pruebas practicadas.

Así las cosas, se devolverán las diligencias ante la Oficina de Reparto local para que sean repartidas y asignadas a uno de los Juzgados Civiles del Circuito de Pereira. 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, 
RESUELVE
PRIMERO: DECRETAR LA NULIDAD de lo actuado dentro del presente asunto, a partir del auto del 13 de junio de 2016  por medio del cual el Juzgado Sexto Penal del Circuito local admitió la presente tutela; lo anterior, sin perjuicio de la validez de las pruebas practicadas.
SEGUNDO: Como consecuencia de lo anterior se ORDENA que por Secretaría se remitan el expediente a la Oficina de Reparto para que allí sean asignadas para su conocimiento a uno de los Despachos Civiles del Circuito de Pereira. 
TERCERO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
Secretaria
� Teniendo en cuenta lo anterior, en el auto 124 de 2009 se establecieron “las siguientes reglas, las cuales son, simplemente, consecuencias naturales de la jurisprudencia constitucional tantas veces reiterada por esta Corte:  





     Un error en la aplicación o interpretación de las reglas de competencia contenidas en el artículo 37 del decreto 2591 de 1991 puede llevar al juez de tutela a declararse incompetente (factor territorial y acciones de tutela que se dirijan contra los medios de comunicación). La autoridad judicial debe, en estos casos, declararse incompetente y remitir el expediente al juez que considere competente con la mayor celeridad posible. 





     Una equivocación en la aplicación o interpretación de las reglas de reparto contenidas en el Decreto 1382 de 2000 no autorizan (sic) al juez de tutela a declararse incompetente y, mucho menos, a declarar la nulidad de lo actuado por falta de competencia. El juez de tutela debe, en estos casos, tramitar la acción o decidir la impugnación, según el caso. 





Los únicos conflictos de competencia que existen en materia de tutela son aquéllos que se presentan por la aplicación o interpretación del factor de competencia territorial del artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 (factor territorial y acciones de tutela que se dirijan contra los medios de comunicación). 





Estos serán decididos, en principio, por el superior jerárquico común de las autoridades judiciales involucradas o, en su ausencia, por la Corte Constitucional en su calidad de máximo órgano de la jurisdicción constitucional, de conformidad con las reglas jurisprudenciales que hasta el momento se han venido aplicando en esta materia.





Ninguna discusión por la aplicación o interpretación del Decreto 1382 de 2000 genera conflicto de competencia, ni siquiera aparente. Por tanto, en el caso de que dos autoridades judiciales promuevan un conflicto de competencia por este motivo, el expediente será remitido a aquella a quien se repartió en primer lugar con el fin de que la acción de tutela sea decidida inmediatamente, sin que medien consideraciones adicionales relativas a las normas de reparto. Lo anterior no obsta para que esta Corporación o el superior funcional al que sea enviado un supuesto conflicto de competencia, proceda a devolver el asunto, conforme a las reglas de reparto del Decreto 1382 de 2000, en aquellos supuestos en que se presente una distribución caprichosa de la acción de tutela fruto de una manipulación grosera de las reglas de repartos contenidas en el mencionado acto administrativo, como sería el caso de la distribución equivocada de una acción de tutela interpuesta contra una providencia judicial emanada de una de las Altas Cortes.”





� Del mismo modo y con relación a la regla previamente citada, tales excepciones, se presentarían en los casos en los que se advierta una manipulación grosera de las reglas de reparto, como cuando se asigna el conocimiento de una demanda de tutela contra una Alta Corte, a un funcionario judicial diferente a sus miembros; o, necesariamente, siguiendo esa misma directriz, en los casos en que se reparta caprichosamente una acción de tutela contra una providencia judicial, a un despacho diferente del superior funcional del que dictó el proveído.
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